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Suprema Corte de justicia. 

Dios, Patria i Libertad. -República Dominicana. 

En nombre de la República. 

En el recurso de inconstituciona.lidad promovido por el ciudadano 
M_anuel Félix, como Juez de lnstt·ucción del distrito judicial de Azua. 

Vista la exposición hecha pot• el recurrente i los alegatos que sirven 
de fundamento al recurso lo tentado. 

Oido el dictamen escrito del magistrado Procurador General de la 
República. 

La Suprema Corte,. después de lmbe1· deliberado i visto el pál'l'afo 5Q­
del articulo 63 de la Constitución. 

Considerando: que a fines del mes de julio último el Senado nomh1·ó 
Juez de instrucción del distl'itl'o judicial de Azua al ciudad:¡¡,no Antonio 
Romano, quien p1·estó juramento, i luego fué a t:omar posesión de su car­
go; que el ciudadano Manuel Fétix, Juez de instruc~ión eu ejet·cicio, se ne­
gó~ hacer entrega del Juzgado, alegando que había sido uombrado por­
cuati-o años, los cuales no se habían cumplido aún. 

Considerando: que en fecha doce de julio de ~il ·novecien~os diez i 
seis, el ciudadano Mnnuellfélix dirijió a la Su¡.H·ema C01·te de Justicia una 
instancia (¡ue tet•mina así: «Suplico a la Suprema Corte de Justicia. se di~­
.ne.dechu-ar: 1° bueno i válido el nombramiento J'ecaido en mi favot• en fe­
:cha veintiuno de dicie1n:bre de mil novecientoS quince corno Juez de Ins­
trucción de est':! Distrito Judicial; 29 que según la Lei sustantiva del Es­
tado, el ejercicio de inis funciones como Juez es de cuat1·o años; 39 nulo po¡~ 
contrario a la Constitución el nombramiento expedido en favor del sefior­
Antonio Romano como Juez de Instt·ucción»¡ 

ConAidet•ando: que la facultad que en virtud del pát•t•afo 5° del artículo 
63 deJa Constitució'n tiene la Supl'ema Corte de Justicia de decidir· en úl­
timo recurso sobre la. inconstituciooalídad de las leyes, decr~tos i regla­
mentos «está. subordinada por. él mismo tf:>xto constitucioaal a la condici6n 
de que sean ma..t~tia de contt·aversia juUicial»:; 

Considerando: que en el presente caso la inconstitucioualiUad que in­
voca el recui'I'erite no ha sido presentada en otra jul'isdicción, con mf.lth·o 
de una «contraversia judicial entre partes», puesto que la dispal'idad de 
opiniones entre el Juez Fétix i el señol' Romano, t•especto de la \'alidez del 
nombramiento de éste pará el JuzgJ.do de Instt·ucción de ~zua, no tiene­
los caracteres de tal ¡que por tanto la Suprema Corte no puede, de acuerdQo 
con los té~minos expresos de la Constitución, conoé.er de dicho recurso. 
sin exceder lós limites dé su competencia. 

La Sup1·em~ Corte de Justicia. 
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Por tales motivos rechaza el presente recurso. -Costos a cargo del 
recurrente. 

Y por esta sentencia, así se pronuncia, manda i firma en el Palacio de 
.Jus~icia dP. la ciudad de Santo Domingo, 0<lpita.J de la República, hoy prime­
ro de setiembre de mil novecientos di.ez i seis; año 73 de la Independencia 
i 54 de la Restauración. 

R. J. CASTILLo.-A. Arredondo i.l!iura.-3!.- de J. Conzález M.-A11dré8 J. 
Montolio.-A. Wooa i Gil . ...:....P. Báe: Lavastida.-Octavio Landolji.-Secretario Ge~ 
neral. 

La presente sentencia ha sido pronunciada. por los señores jueces 
arriba mencionad_os, en-la audiencia pública del mismo día., mes i año en 
~lla expresados¡ lo que yo, Secretario General, certifico. 

Octavio Landolfi. 

La Corte de Apelación de Santo Domingo. 

En nombre de la República. 

En la ciullad de Santo Domingo, a los veintidos días del mes de mayo de 
mil novecientos once; 68 de la Independencia i 48 de la Restauración. 
' La Corte de Apelación de Santo Domingo, competentemente reunida en la 

-sala donde celebra sus audiencias, compuesta de los magistrados Licenciados 
Manuel de Jesús González Marrero,_Presidente; Domingo Rodríguez Montaña, 
Vetilio Arredondo, Pablo Báez Lavastida, Jueces; Rafael A. Castro, Procurador 
-General. asistidos del infrascrito secretario, ha dictado, en sus atribuciones co~ 
-rreccionales; la sentencia siguiente: 

En el recurso de oposición interpuesto por los acusados José María JimeM 
nez, de treinticinco años de edad, estado casado, profesión empleado público, 
natural i del domicilio de San José de los Llanos; i Manuel Enrique Mella, de 
treintiun años de edad, casado, emp¡eBdo público, natural i del mismo domici~ 
lio, conti-a sentencia en defecto de esta Corte. de fecha primero de marzo del 
.año en curs_o, que confirma la sentencia dictada por el Juzgarlo de Primera lns~ 
-tancia del distfito judicial del Seibo que los condena a diez pesos oro de multa 
.a cadr;t. uno, cincuenta pesos de hldemnización, que pagarán por iguales partes, 
.a favor del señor Joaquín Sosa, y al pago de las costas pOr el hecho de estafa. 

Leido el rol por el.alguacil de estrados de esta Corte, ciudadano Luis E. 
:Monte.lvo. 

Oidela lectur.a del acto de oposici.ón, decisión. de la cámara de calificación 
-y dispositivo de .Ja sent1!!ncia en defecto de la Co~te; 

Oida la exposición·del hecho por el magistrado Procurador General i lalecM 
'tura de la lista de Jos testigos. 
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Oidas las declaraciones de los testigos, ausentes todos. 
Oido u! abogado de los acusados, Licenchtdo Buenaventura Peño hijo, en 

la lectura de su defensu que concluye del modo siguiente: «Por esas razones, 
ivlagistrndos, i por las demás que supla vuestro ilustrado criterio jurídico, los se­
ñores José Maria Jimenez i Manuel Enrique Mella, de las cualidades antes di­
chas, os piden, por mediación del abogado infrascrito, les descarguéis de las con­
denaciones irnpuéstales por vuestra sentencia de fecha primero de marzo i con­
denéis o la parte contraria en costas.» 

Oido al mogistrodo Procurador General, en lu lectura de su dictamen que 
conduye del_ modo siguiente: «Por estos motivos P-1 ministerio público os pide, 
r¡ue rechocóis !u oposición intentada por Jos acusados.» 

AuTos VISTOS 

Resultando: que en la primera quincena del mes de julio de 1nil novecien~ 
tos diez, los señores Joaquin Sosa i Juan Sosa hermanos, penetraron en los si­
tios de «El Llano)>, jurisdicción de San Jase de Los Llanos, donde son criadores, 
i cojicron cuatro bestias, unn marcada. con la estampa distintivos de ellos í los 
otrns tn~s mostrencas; que creyéndolas suyas las condujeron n·-su casa de «La Pa­
ja», jurisdicción de Hato Mayor; que tres días después, el señor Juan Jimenez i 
su hijo José Moría Jimenez? se presentaron al señor Joaquin Sosa i le reclamaron 
como de su propiedad los tres bestins mostrencas, que éste les entregó sin difi­
culw.d ulgun!l; que quince díns más tarde, el señor José Murío Jimenez acompa­
ñado del señor Enrique Mello, secretario de la Alcaldía de San José de Los Lla­
nos, concurrió o lu cosa de Jouquín Sosa i hnci€ndulo preso, lo condujeron o 
prescnci:l del Alculde pediineo del lugar, i ollí, oyududos por éste, le cxijieron, 
en rescnte de su libertad, \u sumo de ochentiocho pesos oro c;.on omenuzas de 
que si 110 los entregobu inmediatamente, lo remitirían amarrado a la cúrcel de 
la común, como nutor de robo de la::; bestias predichas; que el señor Joaquín 
Sosa, paro librarse de ese atropello, pidió i obtuvo un plazo de tres días para en­
tregar lo. suma exijida; que tan pronto corno Jimenez i Mella se ausentoron del 
lugar, el señor Joaquín Sosa, compareció ante e: Alcalde de la común de Hato 
Mayor i se querelló contra ellos; que el Alt;alde levantó acta i la remitió al Pro­
curador fiscal del distrito judicial del Seibo; 

Resultando: que el veinte de diciembre de mil novecientos diez, el Juzgado 
de· lo correccional del distrito judicial del Seibo, condenó a los acusados a una 
multa de diez pesos oro cada uno, una indemnización solidario de cincuenta pe­
sos a favor del señor Joaquín Sosa, i al pago de las costas¡ que no conformes con 
ese fallo, interpusieron recurso de apelación, i el día fijado puro lo vista de la Cau­
sa, no compafecieron, i esta Corte en fecha primero de marzo del año en curso, 
confi~mó la sentencia del Juzgado de Primero Instancia¡ que los condenados 
formaron oposición a la ejecución de esa sentencio, cuyo recurso notificaron, en 
tiempo hábil, al Procurador General; que fijada la audiencia de hoi para la 
vista de la oposiJ:ión, los oponentes se hicieron representar por abogado: 
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La Corte después de haber. deliberado: 
Considerando: que los acusados de delitos que aparejen prisión deben com­

parecer personabnente al juicio oral, so pena de ser juzgado'S en rebeldía {argu­
mentos de los artícUlos 184 i 185 del Código de Procedimiento Criminal); que 
aunque en principio los reos de estaFa están comprendidos en la disposición le­
gal que precede, en el caso de la especie, en que se concede la apelación de 
Una sentencia que aplica multa solamente, i en que si se rechazn a los oponen­
tes. el derecho de In deFensa, les quedaría aniquilndo porque no podrían inten­
tarlo de nuevo (nrtículo 188,) ni menos interponer npelación.por estar agotadas 
ya las dos instnncios, se admite la representación en el juicio; 

Considerando: que el nombrndo Mnnuel Enrique Mella, abusondo del car­
go que ocupaba en la común de Los Llanos, amenazó al Señor Joaquín Sosa de 
reducirle a prisión pof robo si no les entregaba la suma que le exijían por daños 
i perjuicios orijinados a Juan Jimenez, de quien se llamaba apoderado; que esa 
estorsión constituye el delito de estaFa; 

Considerando: ·que aunque el señor José Maria Jimenez se hallaba presen­
te, no está demostrado que ejerció actos de estorsión contra Sosa·; que esa cir­
cunstancia unida ala de ser hijo del señor Juan Jimenez, presunto damnificado, 
alejan toda idea de que Fuera con propósitos contrarios a la lei. 

Por tanto i vi<;tos.los artículos 405, 463 inciso 6°, Código Penal, 1382, Có­
digo Civil, 212 i 194 del de Procedimiento Criminal, que fueron leídos por el 
magistrado Presidente i dicen así: 

Artículo 405 Código Penal: ((Son reos de estafa i como tales incurren en 
las penas de prisión correccionel de seis meses a dos años i multa de veinte a 
doscientos pesos: Jo los que, valiéndose de nombres i calidades supuestas o 
empleando manejos Fraudulentos, dén por cierto la existencia de empresas Fal­
sas, de créditos imajinarios, o de poderes que nO tienen, con el fin de estafar el 
todo o parte de capitales ajenos, haciendo o intentando hacer que se les entre­
guen o remitan Fondos, bilretes de banco del tesoro, i cualesquier otros eFectos 
púQiiCos, muebles, obligaciones Que contengan promesas, disposiciones, fini~ 
quitos o descargos; 2° los que para alcanzar el mismo objete hicieren nacer la 
esperanza o el temor de un iOcideote o de cualquier otr<? acontecimiento qui­
mérico. Los reos de estaFa podrán ser también conden8dos, a la accesoria de 
la inhabilitación absoluta o especial ·para los' cargos i oficios de-- que trata el ar­
ticulo 42, sin perjuicio de las penas que pronuncie el Código para los casos de 
Falsedad.» 

Articulo 463 del mismo Código, inciso 6°: «cuando el Código pronuncie si­
multáneamente las penas de prisión i multa, los tribunales correccionales, en el 
coso de que existan drcunstancia.s atenuantes, están autorizados para reducir"el 
tiempQ de la prisión a menos de seis dí~s, i la multa a menos de cinco pesos, 
aun en el caso de reincidencia. También podrán imponerse una u otra de las· 
penas de que trata este párraFo, i aún sustituir la de I-orisión con la de multa, sin 
que en ningún caso puedan imponerse penas inFeriores a las de simple po­
licía:» 
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Articulo 1382 Código Civil: «Cualquier hecho del hombre que causa a otro 
un daño, obliga a aquel por cuya culpa sucedió, a ~e'pararlo.» 

Articulo 212 Lodigo de Procedimiento Criminal: «Si Ja·:sentencia se re­
formare por que el hecho no se reputa delito ni contravención de policía por 
ninguna leí, la Corte absolverá al acusado i fallará, si hubiere lugar, sobre sus 
daños i perjuicios». 

Artículo 194 dé! mismo Código· «Toda sentencia de condena contra el pro­
cesado i contra las personas civilmente responsables del delito o contra la parte 
civll, los condenará a las costas. Las costas ~e liquidarán por la secretaria.» 

La Corte de Apelación de Sento Domingo, administrando' justicia en nombre 
de la República, por autorid8d de la lei, en mérito de los artículos citados i 
oido el dicte.meñ del m·agistrado Procurador General falla: primero: admitir la 
oposición formada por los apelantes Manuel Enrique Mella i José Maria Jimenez, 
de las generales que constan, a la sentencia en defecto contra ellos pronunciada 
por esta Corte el primero de marzo del año en curso; segundo: reformar dicha 
sentencia en lo que respecta, o Jimenez, o quien pone fuera de causo i proceso 
por no serie imputoble el delito de estofa, i tercero: confirmarla respecto del 
apelante Mella, que lo condena a diez pesos oro de multa, veinticinco de 
indemnización i al pago de las costas de ambas instoncias. Se le condena 
además en las costas de esta oposición. 

1 por esta sentencia definitivo, así se manda i firma. 
N. de J. Gomálrz M.-JJ. RodJ"ígmz Montaíi.o.-P. Búc~ Lavaatida.- Vetilio 

Arwdowlo.-Octauio Lamlolfi, Secretario. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores Presidente i 
Jueces que componen esta Corte de Apelacióñ de Santo Domingo, celebrando 
audiencia pública el mismo día, mes i año arriba expresados; la que fué leída, fir .. 
macla i publicada por mí, Secretario que certifico. 

Octavio Landolji. 

En nombre de la República. 

J~n lu ciudUtl dtt 81nüo Domingo, a los veiotiseis días del mes de mayo de 
mil novecientCts ouce¡ 68 de la Independencia i 48 de la Restauración. 

La Corte -de Apeln.ción de Santo Domiogo, competentemente re"unida en la 
sala donde celebr1t sus audiencias, compuesta do los magistrados, Licenciados Ma­
nuel de Jesíts Gonzi"tlez Marrero, Presidente; Domiogo Rodríguez Montaño, Veti­
lio Arl·c¡Jowlo, J>¡•blo B~ez Lavu6tida, Jueces; Rafael A. Castro, Procurador Gene­
ral, asi:;t.i1los del infrAscl"ilo sect•etnrio, ha dictudo, eo sus atrib"ucioues crimina4 

lea, In sentenda siguieute: 
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En el recurso do apelacióu interpne::ito por el acusudo Gregario Vallejo (a) 
Mnruca, mayor de edad, estado soltero, natural i del domicilio de <Sonador>, 
sección del Cercado, eoulra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del 
distrito judici!i.l de Azua, que le eotHleun, pur el crimeu de asesinato eu la persona 
de Narciso Pineda, a sufrir lu pena de t•e/¡¡fc ai'ios de trabajos pú&licos i pago de 

costus. 

Leido el rol por el alguacil de estra1los de esta Corte, ciucladano Luis E. 
Moutalvo; 

Oída la lectUra de la decisibu de la cíunara de calificae.ión, h del acta de 
acusación, la del dispositivo de In sentencia apelada i la del acta d~? apelnción. 

Oídas la exposición del hecho por el 'Ingistrado Procurador General i la 
lectura de la lista de los testigos. 

Oída la lectnra de las declaraciones de los tesligos, ausentes todos. 

Oído al acuso do en la relación riel hecho. 

Oído ul abogado .del acusado Licenciado Jacinto B. Peyuado, representado 
por el Licenciado M. García Mella, en la lectLll'U de su defensa que termina 
del modo siguiente: <Por tales razones, !\Ingistrados, en vista de que los hechos 
tle la causa revelan que existen circunstaneitls atenuantes eu fuvor del acusado, 
el consejo de la defensa os pide qu<: le condeuéis a tres aiíos de reclusión». 

Oído al Mogistrado Procurndor Geuernl en la Jectma de su dictamen que 
termina como sigue: «:Por todos estos moti vos, Mugislrados, i por loe demús 
que tnvi(•seis a bieu suplir, el miuist~rio público os pide obtemporaudo con los 
motivos aducidos pcr el juez a-guo en la sentencia apelada, In confirméis, i que 
ei por el contrario acojéiS los principios de jnris.prutlencia invocados por el ape~ 
lante, lo conden~is u diez años U e trabtljos públicos i n los costps de esta 
iustuucin>. 

Al!TOS YisTos: 

Resultuudo: que el veintitres de marzo de mil novecientos cinco, el nombra~ 
do VelOOouio Pnutaleón, jefe de Hondo Vn\Je, jurisdicción del <Cer{'adol>, acom~ 
pañado de un grupo de hombres del lugar, se apostó en el pnruje denominado 
«:Paso de los Guineos> con el propósito deliberado de mutar al Alcalde de la 
común, señor Narciso Pineda, qllic.n, seg6n sus uoticias andaba por esos contornos 
en servicios de sus funciones i debía pasar por aquel lugar¡ que etltre los aposta~ 
dos se ludiaba el apelante Gregario Vallejo (a) Maruca 1 quien guardaba rencor 
a Pineda por haberle éste ordenado un senicio en momentos en que se hallaba 
enfermo; 

Resultando: c]ue al preseubuse el Alcalde Pi.neda, Pantaleóu 1e saliú al en­
cuentro intimfmdole se rindiera preso; que al pregunt.11.r por qué se le detenía, 
Pautaleóu le rustrilló su carabina i al no salir el tit·o disparó eutonces el acusado 
Vallejo e hirió a Pineda 1portahnente derribándole del cab~dlo que montaba; que 
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neto contfnuo Vallejo se abalanzó sobre ·Pineda i se aduanó del revólver con el 
cual le infirió cinco heridas en la región nbdotniual i del coraz6n; que uo satis­
fecha su sed de venganza, hir.o uso de su propio cuchillo e iufirió a Pineda una 
nueva i1erida, quien, agónico, esclamó: <no seas Nerón, déjarue ffiorir tranquilo>-; 

Resultando: que Celetlonio Pantaleón i sus compañeros dejaron abandonado 
el cadáver de Pineda i emprendieron la fuga; que el apelante Vallejo fué poste­
riormente reducido a prisión i condenado el veinte de julio de mil novecientos 
diez por el Juzgado de lo Criminal del distrito judicial de Azua a las penas que 
se leen en el encabezamiento de esta senteucia¡ que no conforme el reo con ese 
fallo, interpuso recurso de apelación i esta Corte fijó la audiencia de hoi para la 
vista de la causa. 

La Corte despues de haber deliberado: 

Considerando: que entre los apostados en el e: Paso de los Guineos> por or­
den de Pantaleón, el acusado fué el único que acometió contra Pineda, e.in embargo 
de que todos sahían que al estar allí era con el propósito de matnrlo¡ que la cruel­
dad que puso en acción el apelante ValJejo no se debe a la orden que recibió de 
Pantale6a, sino a la venganza peraonnl que ejerció por haberle Pineda impuesto 
un arresto por incumplimiento de sus deberes¡ que del conjunto-de todas esas 
circunstancias i de otras más que se pusieron en claro EIU el juicio oral se prue~a 
de modo preciso que Vallejo se prestó al asecho con conocimiento de causa i para 
saciar StlS propios sentimieutos perversos, lo que' revela las agravantes de la pre­
meditación i asechanza de parte del ajente¡ que pl)r lo tanto la cali~cación de 
.asesinato dadl\ por el Juzgftdo a-gUo a ese hetho es exacta¡ · 

Considerando; que el asesinato perpetrado por Gregario Vallejo tuvo lugar 
.en el año mil novecientos cinco, i era castigado coo la pena de ~uerte; que pos· 
teriormente, en mil novecientos siete, la Constitución del Esiádo garantizó la 
iln•ioh~bilidad de la vida a los habitautes de la República, i procla'tnó la retro­
tt<'tividnd·de esa lei pnra todos los que estuvieseu snbjudice- o cumpliendo conde­
na; que aunque la nueva Constitución del Estatlo promulgada en mil noVecientos 
<Icho, restableció In pena de muerte funa los casos de asesinato, el apelante Gre· 
gorio Vallejo, que ~stttbs subjudice en mil novecientos siete, tiene derec}¡o a que 
.se le juzgue hoi de acuerdo con In lejislación intermediaria, que es la mfts favo­
rable para él; 

Considerando: que la pena de muerte es la m1Í.f! grave que impone nuestra 
Jejishtciún, i estli. rese1·vada a determinados crímenes atroces por las agravantes q.ue 
Jo~ caracterizan¡ que la Constitución de mil novecientos siete suprimió esa pena 
i no fijó la que debía sustituirla; que' eatn circunstancia no debe tener mayor 
extensión que In de una atenuante IE>gal, puesto que sólo modifica la responsabi­
lidad del njente i no su culpabilidad en el hecho; qne por Jo tarYto en el caso 
débe aplicarse la pena mayor subsistente, que es la de \'eiute años de trabnjos 
públicos. ·· 



BoLETIN JuDICIAL. 637 

Considerando: que como la aboJíción de la pena capital por la lei suatanth·a 
de mil novecient!>B siete, fa vOrecín IR situación jurídica del reo, como se ha exter· 
ni.do más arriba, el juez a-qua no debió, al admitir atenuantes, aplicar el máxi­
muni de trabajos públicos., por ser ést11 la que .sustituía a la pena capital abolido¡ 
.que por tantO como ea el reo el que ha ~pClndo solamente, debe esta Corte apli­
-carle el inciso 29 del arUculo 463 del Código Pena_!, que es la peualidarl que le 
-cabe al acua.,ado en buen derecho. 

C~nsideraudo: que ha resultado la convicción plena de que el reo, además, se 
determinó a realizar dicha acc~ión criminal, por la presión ejerCida sobre él por el 
jefe de la rouña, Caledonio Pantaleón, quien al ver que no pudo matar a Pineda 
le ordenó que le disparara; que por tanto as justifican lae atenuantes reconocidas 
por el juez a-quo; 

ConsiderandO: que la degradación cívica i la vijilancia bajo la alta policía 
.eou penas accesorias de la de trabajos públ_icos i corren de pleno derecho¡ 

Por tanto i vistos loa ártículos 295, 296, 302, 463 inciso 2°, 28 i 46 del Códi­
go Penal, articulo 9 inciso lQ de la Constitución de mil novecientos siete i 277 Uél 
·de Procedimiento Criminal, que fueron lefdos por el magistrado Presidente i que 
-dicen así: 

Artículo 295 del Código Penal: «El que voluntariamente mata a otro se hnce 
reo de homicidio». 

Artículo 296 del mismo código: «El homicidio cometido con premeditación 
i asechanza, s"e califica asC&ioato». 

Artículo 302 del mismo código: c:Se castigará con la pena de muerte a los 
.Culpables d·e a~e.sinato, parricidio, infanticidio i envenenamiento;,. 

Artículo 463 del mismo código, inciEo 2Q: <Cuando la pena de la lei sea la del 
m~ximum de"los trabajos públicos, se impondrá de tres, a diez añOs de dicha peno, 
i tiún la de reclusión, si hubiere en favor del reo más de dos circnustancias 
.ateoutmtes •.. >. 

Articulo 28 del mismo código; <La co_ndEmaeióii a las penas de trztbajos pú­
blicos, detención o reclusión, lleva consigo la degr_ddación cívic1t. Se incurre en 
·e~ta pena desde el dia en que la sentencia ~s Írrevocttble¡ i en el caso de cou­
-denaci6i1 en contumacia, desde el dfa de la notifict~ciún en estrltdos>. 
.. .Artículo 46 del mismo cÓdigo: <En Óingúu Caso porlrií. exceder de cinco afios 
~,_:p·e~a bajo ht vijilancia de la alta policfa. Los.conden:ulos a trubajos púb!icol!l, 
,a" la detención i a la reclusión, quedarán de pleqo derecho, de_spuée que hayan 
.s~frido su Condena i durante cinco afios, bajo lt~ viji18.ncin de la alta policía.. No 
obstante el fallo condenatorio podrá reducir este· término, i aún dechuar que el 
·condenado n~~~tar~ sometido a la vijilaucill de la alta policfn. Todo coudenado 
al máximuoi.de trabajos públicos, que obtuviere conmut~:~.ción o remisión de, sU 
pena, ·quedarlÍ de pleno derecho sometido a la vijílanciu de la alta policía, durante 
-cinco años, si no se ha resuelto otra cosa por el decreto de indulto>. 

Artículo 9 de la Constitución de mil novecientos siete, iuciso liJ: <La Cooati· 
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tuci61'1 garantiza a todos los habitantes de la República: 1? la inviolabilidad de la 
vida. No se impondrá jamás la pena de muerte ni otra alguna que implique­
pérdida .de la salud o la integridad física del individuo ... >. 

Artículo 277 del Código de Procedimiento Criminal: <El ncusaU.o o la part~ 
eivil que sucumbiere, será condenado en las costas>. 

La Co~te de Apelación de Santo Domingo, administrando justicia en nombr& 
de la República por autoridad de la lei, en mérito de los artículos citados i oído-, 
el dictamen del magistrado Procurador General, falla: rejorinar la sentencia dic­
tada por el Juzgado de Primera Instancia del distrito judifial de Azua el veinte 
i siete de mayo de mil novecientos diez, i en consecuencia i ncojiendo circunstan­
cias atenuantes, condena al apelante Gregario Vallejo (a) Maruca, de las generales 
que constan, a la peua de diez años de trabajos públicos, a la degrachtci6n cívica, i a ]a 
.vijilancia de la alta policía por cinco años después de v.encida la pena principal, 
i al pago de las costas de ambas iuatancius, por el hecho de asesinato. 

I por esta nuestra sentencia definitiva así se manda i firma. 
M. de J. González M.-D. Rodrfguez .Montaño. -·· Vetilio Arredondo.-P. Báez 

Lavll8tida.-Octa'llio Landolji.-Secretario. 
Dada i firmada .l:ia sido la anterior sentencia por los señores Presidente 

i Jueces que componen esta Corte-de ApelaE~ión de Santo Domingo, celebre.ndc~ 
audiencia pública el mismo día, mes i año arriba expresados; la que fué leída, fir­
mada i publicada por mí, secretario que certifico. 

Oclavio Landolji. 

En nombre de la República. 

En la ciudad de Santo Domingo, a los cinco días del mes de ju~io de mil nove­
dentas once; 68 de la Independencia i 48 de Restauración. 

La Có~te de Apelación de Santo Domingo, competentemente. reunida en la sala 
donde celébra iiUS audiencia:s, compuesta d·e los magistrados Licenciados Manuel de ]e· 
sús González ~arrero, Pr~idente¡ Domingo Rodríguez Montaña, VetilioArredondo,. 
Pablo Báez Lavastida, Jueces; Rafael A. Castro, Procurador General; asistidos del .in· 
frascrito secretario, ha dictado, en sus atribuciones criminales, la sentencia siguiente: 

En el recurso de apelación interpuesto por el acusado Juan Antonio Scotto, de 
veintinueve afias de edad, estado casado, profesiOn empleado público, natural de Villa 
Duarte i del domicilio de San Pedro de Macorfs, contra sentencia del ]uigado de Pri .. 
mera Instancia del distrito judicial del Seibo, que le condena por el crimen de una 
:herida voluntaria a José Canelo, a sufrir ·ta pena de dos años d~ ru!usi6n, degrada­
ción cívica i pago de ~ostos; 

Leído el rol por el alguacil de estrados de esta Corte, ciudadano Luis· E. Mon­
talvo 

Oída la lectura de la decisión de la cámara de calificación, del dispositivo· de la 
~entencia apelada i la del acta de apelación. 
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la lista de los testigos; 
Oída la lectura de las declaraciones de los testigos, a 

mún~. 

Oído al magistrado Procurajor General en la lectura de su dictamen que termina 
cotno sigue. «Es por estos motivos, l\lagistrados, que el ministerio público opina, sal~ 
\'O yuestro mejor parecer, que debéis confirmar en todas sus partes la sentencia apela­
da, condenando adt!más al acusado, en loo; costos de esta instancia». 

AuTOS VISTOS: 

Resultando: que en la madrugada de:1 día tres de mayo de mil novecientos diez, los 
nombrad_os Joaquín Lluberes i Juan Antottio Scotto (a) Sotico, se dirijieron a la casa 
de la Señora Francisca Estrella (a) Viginí, donde tenía un baile el señor José Canelo; 
que una vez allí pasaron a la callfilla, donde un de;:;conocido puso la mano en el hom­
bro al señor Ltuberes i le pidió permiso para· pasar; que como Üuberes estaba ébrio, 
empujó al desconocido, se armó de un puñal, i éste de un revólver; que José Canelo al 
ver el acometimiento intervino para promediar, dando por resultado una riña a tiro 
limpio entre él, Lluberes i Scotto; que Canelo infirió a Lluberes una herida de revólver 
en la rejión intestinal, de resulta de la cual murió éste eula ma:ñana de-l dí~ cuatro; qt1e 
Lluberes i :::icotto hirieron a su vez a Canelo en el extrt:mo del tercio superior de la.-ti­
\)ia derecha, quedando este hueso fracturado; que estas hetidas, según certificaeión 
m&lica, una de revólver de doce milímetros i la otra de nu~ve milímetros, presentaron 
dos orificios de entrada a mui poca distancia el uno delott:h. i uno solo de salida; que 
Canelo ha quedado con la pierna inutilizada; 

Resultando, que el acusado Scotto relata el suceso del modo siguiente: que.debido­
a una bofetada que Lluberes dió a Canelo, se fueron estos a los tiros; que herido ya 
Llubetes, intervino el que habla para reducir a prisión a Uanelo quien le hizo dos dis­
paros; que"\á.tfio él como Lluberes dispararon entónces sobre Canelo, resultando éste 
herido en la pierna. 

La Corte dCspués de haber deliberado: 

Considerando: quede la instrucción sumaria que es b. que esta Corte ha tenido· alá;: 
Vista para conocer de la causa por no haber comparecido los testigos, no resultan Cla­
r.as las circunstancias que precedieron i acompañaron el hecho: que mientras Unqs tes­
tÍgru; acusan al apelante Scotto como el promotflr del desorde~~ otros de.signa~ ·como 
tal a Lluberes i concuerdan en casi todos los puntos con lo declarado por el D.pelante; 
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que adenHis del desacuerdo eu que están lo.<. testigos, algunos de ellos han incurrido e-n 
contradicciones sustanciales e inexatitude~ e\·ideutes; 

Con'>iderando: que' aunque el médico lejista asieuta en Ml certificación que fué el 
prorecti! de doce'milímetros que corresponde al re\'Óh'er que portaba el.apelante Scotto, 
el que fracturó la tibia a Canelo, hace después deducciones, que hacen vacilar al Juez, 
al determinar la responsabilidad del apelante; 

Considerando; que del conjunto de las actuaciones, resulta sin embargo demos­
trado i probado que el apelante Scotto hirió real i efecti\•amente a Canelo en la pierna 
que le ha quedado inutilizada; que en consecuencia no debe darse a las dudas señala: 
das má» arriha ~ino un valor relati\·o, pero ~nficieute para atenuar la culpabilidad i la 
re:;ponsabilidad del reo. 

Por tanto i ,·istos los artículos 309, 463 inciso 49 Código Penal, i 277 del de Pro­
cedimiento Criminal, que fueron leídos por el majistrado Presidente i dicen así: 

Artículo 309, Código Penal: «El que Yoluntariamente infiriere heridas, diere gol­
pes, COillttiere actos de violencia o das de hecho si de éllos resultare al agraviado una 
enfermedad o imposibilidad de dedicarse al trabajo durante más de veinte días, será 
castigado con la pena de prisión de seis meses a dos años, i multa de diez a cien pesos. 
I>odrá además condemlrsele a la privación de los derechos mencionados en el artículo 
42: durante un año a lo menos i cinco a lo más. Cuando tas violencias arriba expre· 
sadas haya u producido mutilación, amputación o prh•ación del uso de un miembro, 
pérdida de la vista, de un ojo u otras enfermet'lades, se impondrá al cttlpable la pena de 
reclusión. Si las heridas o los golpes inferidos voluntariamente; han ocasionado ]a 
muerte del agra\·iado, la pena será la de trabajos públ!cos aún cuando la intención del 
ofensor no haya sido causar la muerte de aquel>. 

Artículo 463 del mismo código, inciso 49: «Cuando la pena sea la de reclusión, de­
tención, de destierro o degradación cívica, los tribunales impondrán la de prisión co­
rreccional, sin que la duración mínima de la pena pueda bajar de dos meses• ... 

Artículo 277 del de Procedimiento Criminal: •El acusado o la parte ch·il que su­
cu:ubiere, será conde1iado en las costas». 

La C lrte de Apelación de Santo Domingo, administrando ju.sticia en nombre de la 
RePública, por autoridad de la lei en mérito de los artículos citados i oído el dictamen 
deÍ magi:;trado Procurador General,fa//a:: riformar la sentencia dictada por el juzgado 
de Primera Instancia del distrito judicial del Seibo el treinta de setiembre de mil nove~ 
dento~ diez, i en .:onsecuencia i acojiendo circunstancias atenuantes, condena al ape· 
]ante Juan Antonio Scotto (a) Sotico, de las generales que constan, a la pena de once 
m!'US de prisión correccional i al pago de las costas de ambas instancias, por el Pecho 
de herid.7 vollmtaria que produjo la pdvacióu del uso de una pi~rna a jostl Cp.nelo. 

Y por esta nuestra sentencia definith•a, así se manda i firma. 

M. de J, .GmrZALF.Z M--D. Rod1lgucz ¡1/onlaiio.- Veti!io An·edondo.-P. Bá~z 
La:•nstida.-Oclavio Lando!ji.-Secretario. 

Dada i firmarla ha sido la anterior seótencia por los señores Presidentes i jueces 
qtt'! comp:men esta Corte de Apelación de Santo Domingo, celebrando audiencia pú· 
blica elmismodía, mes i año arriba expresados; la que ftté leída, firmada i publicada¡;_Jor 
lllÍ, Set'retario que certifico. 

Odavio l.ando!/i. 
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